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Exp. 214/2020/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 214/2020/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **** ******* ********* ********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: TITULAR DEL ÁREA DE ADMINISTRACIÓN DE POTENCIAL HUMANO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; ASÍ COMO DESTACADAMENTE A DICHA SECRETARÍA.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.
SECRETARIO JURISDICCIONAL: JOSÉ PIO X SALGADO FLORES


San Luis Potosí, S.L.P., a veintiocho de agosto de dos mil veinte. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del juicio contencioso administrativo número 214/2020/2, promovido por el C. **** ******* ********* ********, por derecho propio; señalando como autoridad demandada a la Titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; así como destacadamente a dicha Secretaría; y
R E S U L T A N D O
I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día diecinueve de febrero de dos mil veinte, el C. **** ******* ********* ********, por derecho propio, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, señalando como acto impugnado el siguiente:
“El acto que se me notifica de manera verbal por parte de la Lic. ******* ***** quien es la titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, con fecha 20 de enero 2020, mediante el cual se me destituye del puesto que venía desempeñando como Policía Tercero de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí”
(Énfasis añadido)
II.- Por proveído de veinte de febrero dos mil veinte, vista la demanda inicial y sus anexos, la Instrucción le requirió al actor para que en el plazo de ley: 
1) Aclarara y precisara, si además de la autoridad que precisa como demandada en el apartado respectivo de su escrito de demanda de cuenta, también es su deseo señalar como autoridad demandada en este juicio a la Titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, a quien le imputa la destitución que reclama, del puesto de Policía Tercero que refiere desempeñaba en dicha Secretaría, y de ser el caso, exhibiera una copia del escrito inicial de demanda y de sus anexos, a fin de que este Tribunal estuviera en aptitud de correrle traslado a dicha autoridad, con dichos documentos y emplazarla a juicio.

2) Exhibiera una copia del escrito mediante el cual de cumplimiento al requerimiento que se le formula, y en su caso, de los documentos anexos, para cada una de las partes del presente juicio.
Apercibido el accionante que de no cumplir en tiempo y forma con dichas prevenciones, únicamente se tendría como autoridad demandada a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado.

III.- En el acuerdo de seis de marzo de dos mil veinte, se proveyó lo siguiente:

Se dio cuenta con el ocurso de cumplimiento de requerimiento suscrito por el abogado autorizado del actor presentado en este Tribunal, el dos de marzo de dos mil veinte, señalando también como enjuiciada a la Titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado; por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado al demandante en el auto de veinte de febrero del año en curso.
Por consiguiente, se admitió a trámite la demanda; ordenándose correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta –así como del ocurso de cumplimiento de requerimiento- a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas, para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera.
Además, se tuvieron por ofrecidas las pruebas que refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
IV.- Por auto de veintidós de julio de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:

Se certificó que por acuerdos de Pleno de este Tribunal dictados en fecha diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio del presente año, no hubo actuaciones procesales en este Órgano Jurisdiccional a partir del día diecinueve de marzo al treinta de junio de dos mil veinte en virtud de la contingencia sanitaria que es un hecho notorio tanto para este Tribunal como para las partes, entonces los días comprendidos en dicho periodo se consideraron inhábiles, por lo que, la actividad jurisdiccional se reanudó a partir del primero de julio del año en curso.

Se tuvo por contestada la demanda al Encargado de la Dirección Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en representación del Secretario de Seguridad Pública y de la Secretaría –a través del oficio que se presentó en este Tribunal el diez de julio de dos mil veinte-; por lo que se le dio vista de la misma y sus anexos, a la parte actora para los efectos legales a que hubiere lugar.

Así también, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo, de los artículos 69, fracción II, y 70, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

Al actor:
·  Impresión del recibo de nómina con folio **********, de fecha de pago treinta de octubre de dos mil diecinueve, expedido a favor del actor.

·  Original del oficio *************, de fecha dieciséis de abril de dos mil quince.

·  Original del oficio ************* de fecha tres de julio de dos mil quince.

·  Original del Certificado de Estudios con folio *******************, de fecha veintiocho de marzo de dos mil quince.

·  Originales de las constancias de fechas veintiocho de marzo y dos de julio, ambas del año dos mil quince.

·  Original del carnet de citas con folio número 44 de la Unidad de Psicología de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.

·  La testimonial, a cargo de ****** ****** ****** ***** y **** **** ******** ********, a quienes debía presentar el oferente de la prueba, debidamente identificados, en la fecha y hora que se señalara para el desahogo de la audiencia final; apercibido que si no comparecen dichos testigos, se declararía desierta esa probanza, en términos del artículo 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

·  Presuncional legal y humana.

·  Instrumental de actuaciones; y
A la parte demandada:

·  Copia certificada de su nombramiento correspondiente expedido en fecha tres de marzo de dos mil veinte por el Secretario de Seguridad Pública del Estado.
·  Las documentales ofrecidas por la parte actora y que anexó a su escrito inicial de demanda.

·  Formato Preventivo de Suspensión de Sueldo No. ************ de fecha veinticinco de octubre de dos mil diecinueve.

·  Acuse del oficio No. ***************** de fecha veintidós de enero de dos mil veinte.

·  Acuse del oficio No. ******************* de nueve de junio de dos mil veinte, mediante el cual señala que solicitó a la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, un documento en el que se demuestre el historial y situación laboral del aquí actor –probanza señalada en el punto 5 del capítulo de pruebas de su contestación-, precisando que una vez que tuviera en su poder dicha información la exhibiría en el presente juicio. En relación con lo anterior, en el auto en estudio, también se agregó a los autos el oficio *******************, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintidós de julio del año en curso; mediante el cual manifestó que en relación a las pruebas ofrecidas en el punto 5 del capítulo de pruebas de la demanda, anexaba el documento certificado emitido por la Oficialía Mayor del Gobierno del Estado, mediante el cual refiere, se acredita la situación laboral de **** ******* ********* ********, refiriendo que actualmente se encuentra activo en el sistema de Oficialía Mayor y en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado. Debido a ello, en el mismo auto que se sintetiza, se admitió como prueba de la enjuiciada la documental antes señalada.
·  Presuncional legal y humana.
Por último, visto el estado que guardaban los autos, se señalaron las once horas del catorce de agosto del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

V.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior - once horas del catorce de agosto del dos mil veinte-, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos hizo constar que:

·  Que comparecían la abogada autorizada de la parte actora Licenciada ***** ******** *****  **********; la Licenciada Laura ******* ******* *******, en su carácter de Delegada de las autoridades demandadas; así como el testigo de nombre ****** ****** ****** *****.
·  Dio cuenta de las actuaciones y constancias que integran en este juicio –demanda inicial y su respectiva contestación-.

·  En el periodo de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las probanzas ofrecidas y admitidas por las partes, por su propia y especial naturaleza.
·  En ese mismo periodo, en relación a la testimonial que fue ofertada como probanza de la parte actora, se hizo constar que no había asistido el diverso testigo **** **** ******** ********, testigo de la parte actora; por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento que se formuló a la parte actora en el auto de veintidós de julio de dos mil veinte, en el sentido de que si no presentaba a los testigos, el día que tuviera verificativo la audiencia final, se declararía desierta la prueba testimonial correspondiente. En estas condiciones, se declaró desierta la prueba testimonial que ofreció la parte actora a cargo de **** **** ******** ********.
· Por otra parte, en relación a la misma probanza, se llevó a cabo el desahogó de esa testimonial a cargo del testigo ****** ****** ****** *****, acorde al cuestionario presentado por la accionante. Asimismo, se asentó que una vez concluido el interrogatorio, se le preguntó a la Delegada de la enjuiciada si era su deseo formular repreguntas a ese testigo, a lo que manifestó que no era su deseo. 
·  Al no existir más pruebas pendientes por desahogar se dio por concluido el periodo probatorio.
·  En el periodo de alegatos: Se dio cuenta con un oficio *****************, firmado por la Delegada de las autoridades demandadas compareciente, recibido el día de la fecha, mediante el cual formularon los alegatos que en derecho correspondían; asimismo, se certificó que la parte actora, no había formulado alegatos. A lo anterior, se agregó a los autos para que obraran como legalmente correspondiera dichos alegatos de la enjuiciada; asimismo, se le precluyó a la accionante su derecho para formular alegatos.
·  No existiendo pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, se dio por concluida esa audiencia.

· Se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con el diverso 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es **** ******* ********* ******** y autoridades de la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que se produce en virtud de una relación administrativa del actor con el Gobierno Estatal, como integrante de un cuerpo de seguridad pública –Policía Tercero-; conflicto por el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción.

Lo anterior, es acorde con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico del demandante, está plenamente acreditado con las documentales que anexó a su escrito inicial de demanda, consistentes en:

· Impresión del recibo de nómina con folio **********, de fecha de pago treinta de octubre de dos mil diecinueve, expedido a favor del actor –folio 9 de autos-; de donde se advierte que del periodo comprendido del dieciséis al treinta de octubre de dos mil diecinueve recibió un sueldo a través de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; precisándose además que en dicho recibo se advierte que está asentada en la parte de dependencia la “SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA”. 
·  Original del oficio *************, de fecha dieciséis de abril de dos mil quince –foja 10-, de la que se advierte que se le cambió la adscripción a la “Área de Administración de Potencial Humano (Para Control)”.

·  Original del oficio ************* de fecha tres de julio de dos mil quince, del que se advierte que a partir del tres de julio de dos mil quince se cambió su adscripción del “Área de Administración de Potencial Humano (Para Control)” al “Grupo de Reacción (Alfa)”, a partir de esa fecha.

Documentales que permiten concluir que el hoy accionante estaba incorporado a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado; aunado al reconocimiento que realizaron las enjuiciadas al momento de formular su contestación de demanda en la que señalaron que la relación que guarda el hoy actor con la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, es de naturaleza administrativa para la prestación de servicios, a efecto de desempeñar la función estatal de seguridad pública; así como que su calidad era de Policía Tercero, lo que hace una confesión expresa asentada en el reverso del folio 35 de autos, que hace prueba plena de conformidad con el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí-.

Debido a ello, se corrobora que el hoy actor ocupaba el puesto de Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; por lo que si el impetrante pretende impugnar una supuesta baja o cese verbal que dice le fue comunicado por la Titular del Área de Administración de Potencial Humano de dicha Secretaría, lo que significó que se concluyera su relación administrativa así como su carrera policial, lo que se refleja en la terminación del pago de los haberes y contraprestaciones a que tenía derecho el hoy impetrante en virtud del puesto que venía desempeñando; es claro que al demandante le asiste interés jurídico para controvertir ese acto en el presente juicio contencioso administrativo.

Aunado a lo anterior, resulta aplicable por su contenido la jurisprudencia 2a./J. 22/2008 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Febrero de 200, página 594:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVII, Febrero de 2008; Pág. 594. 2a./J. 22/2008. Registro No. 170 229

POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. SUS AGENTES TIENEN INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA LA CONCLUSIÓN DEL CARGO Y SUS CONSECUENCIAS.- Si bien es cierto que por la naturaleza del servicio los agentes de la Policía Federal Preventiva no tienen la titularidad del derecho a permanecer en la sede a la que fueron destinados o a la permanencia en determinadas funciones, puesto que dicho derecho no se establece a su favor en la Ley de la Policía Federal Preventiva ni en su Reglamento, también lo es que el cambio de adscripción, remoción o conclusión del cargo no escapa al principio de legalidad ni a la obligación de la autoridad de observar, aun en los casos de los miembros de esa Institución, el procedimiento que ha establecido para esos supuestos, a fin de cumplir con las garantías de debido proceso legal y audiencia contenidas en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, la orden emitida por el comisionado de la Policía Federal Preventiva consistente en la conclusión del cargo de policía federal preventivo, el aseguramiento de bienes asignados, la reducción del pago de percepciones y prestaciones, así como la asignación de un nuevo servicio, afecta el interés jurídico de aquél y, por ende, puede acudir al juicio de garantías, sin que la anterior conclusión implique prejuzgar sobre el fondo del asunto, pues su análisis, si es el caso, lo realizará el juzgador federal en el momento procesal oportuno.

Contradicción de tesis 264/2007-SS.

Por su parte, el Licenciado ***** ****** ***** *****, en su carácter de Encargado de la Dirección Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en representación de las autoridades demandadas; acreditó la calidad con que se ostenta con la copia certificada de su nombramiento que obra en la foja 38 del expediente en que se actúa, conforme lo establecido en el párrafo tercero del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 217, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo.
TERCERO.- La litis en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que hizo consistir en:
“El acto que se me notifica de manera verbal por parte de la Lic. ******* ***** quien es la titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, con fecha 20 de enero 2020, mediante el cual se me destituye del puesto que venía desempeñando como Policía Tercero de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí”
(Énfasis añadido)
Sin embargo, lo cierto es que las enjuiciadas niegan la existencia del acto impugnado –cese verbal-, y aducen que lo sucedido es que el actor fue quién dejo de presentarse a prestar sus servicios –ya que argumentan que a partir de enero hasta la fecha de su contestación había dejado de asistir a sus labores sin justificación-.

En ese contexto, primero la litis consiste en dilucidar en un primer momento, si como lo aducen las enjuiciadas, el actor dejo de presentarse a prestar sus servicios, lo que haría improcedente el presente juicio contencioso administrativo, por inexistencia del acto impugnado; o bien, de resultar infundada la aseveración de las autoridades demandadas, lo conducente sería entrar al estudio de la legalidad de dicho acto.

Aunado a lo anterior, y en caso de que se configure un cese ilegal –a raíz del estudio de legalidad-, también formaría parte de la litis de este juicio, el ver si las pretensiones del accionante son procedentes y no; las cuales se encuentran reflejadas en el apartado que denominó “VI.- PRETENCIÓN (Sic) QUE SE DEDUCE EN JUICIO” de su escrito inicial de demanda.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Ahora bien, las enjuiciadas en el apartado que denominaron “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO Y SOBRESEIMIENTO”, señalaron que debía sobreseerse este juicio en virtud de que se actualizaban las hipótesis previstas por los artículos 228, fracción XI y 229m fracciones II y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de que nunca existió el acto administrativo de autoridad que se le atribuye; a lo que además desarrollaron cuál era el tipo de relación que tenían con el impetrante, la forma correcta de destituirlo, la existencia de un periodo de inasistencias injustificadas por parte del actor que comprendió del treinta de septiembre al veinticinco de octubre de dos mil diecinueve y la suspensión de los pagos que no fueron efectivamente generados debido a ello; el que posteriormente se justificaran dichas inasistencias por incapacidades médicas expedidas por el Instituto Mexicano del Seguro Social; por lo que se le reactivó el pago de su sueldo.
Asimismo, mencionaron textualmente lo siguiente: 

“Pertinente resulta mencionar que, con posterioridad a la citada reactivación de pago de salarios al actor, el mismo incurrió en diversas faltas reiteradas a su servicio, por un periodo comprendido del mes de enero de 2020 a la fecha…[Nota del Juzgador: la contestación de demanda fue emitida el siete de julio de dos mil veinte]”
(Énfasis añadido)

A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria los planteamientos de la autoridad demandada deben desestimarse y por lo tanto son insuficientes para decretar el sobreseimiento del presente juicio, pues los razonamientos en los cuales sustenta la improcedencia de la acción de la parte actora, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, o en su caso, incluso con su existencia. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora –y lo refutado por las enjuiciadas- respecto del cese verbal acontecido el veinte de enero del año dos mil veinte del puesto que desempeñaba como Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda –así como los hechos en que se sustentan que serán motivo de análisis-, se localizan a fojas 3 y 4 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

De igual manera resultan aplicables, por analogía, las siguientes Tesis de Jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito:

Tesis de Jurisprudencia; publicada en la página 1342, 166683, Tomo XXX, Administrativa, Tesis I.7º.A. J/46, Novena Época, Agosto 2009, que a la letra dice lo siguiente:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Tesis de Jurisprudencia; publicada en la página 1265, 178475, Tomo XXI, Administrativa, Tesis XVII.2o.C.T. J/6, Novena Época, Mayo 2005, que a la letra dice lo siguiente:

“DEMANDA EN EL JUICIO NATURAL. EL ESTUDIO INTEGRAL DEBE COMPRENDER LOS DOCUMENTOS ANEXOS. En virtud de que la demanda constituye un todo, su interpretación debe ser integral, de manera que si de su contenido se advierte que se expusieron los motivos esenciales de la causa de pedir, y en relación con ellos se hace cita de los documentos fundatorios de la acción así como de los relacionados con el litigio, exhibiéndolos, debe considerarse que forman parte de la demanda y su contenido, integrado a ella; pues estimar lo contrario implicaría que en la demanda respectiva se tuvieran que reproducir íntegramente todas aquellas cuestiones contenidas en esos medios de convicción, lo cual resultaría tan complejo como innecesario, pues para el juzgador el estudio de la demanda no se limita al escrito inicial, sino que comprende además el análisis de los documentos que la acompañan, porque son parte integrante de ella. De no ser así, se podría incurrir en rigorismos tales como el tener que reproducir en el escrito inicial de demanda, tanto los documentos base de la acción como los que se relacionen con el litigio. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.”

SEXTO.- El accionante en su escrito inicial de demanda, en el antecedente “VII” del apartado que denominó “VII-. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA”, narró lo siguiente:

“3.- Con fecha 20 de Enero de 2020, siendo aproximadamente las 11:00 horas, acudí a las instalaciones del C5 ubicadas en ********* ******* ***** ******* ****** *** ******* ***** ****, y me entreviste con la Lic. ******* *****, quien es titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí demandada con el motivo de que no aparecía el depósito del pago de mi salario correspondiente a la última quincena laborada, pero cuál fue mi sorpresa que Ia Licenciada ******* ***** ********* me recibió de una forma muy grosera y prepotente, y no obstante de encontrarse varias personas presentes, me dijo de manera verbal que yo estaba dado de baja de la corporación en mi puesto de Policía Tercero, al escuchar esto le cuestione la situación argumentando que no tenía por qué darme explicaciones y ordenándome me retirara del lugar ya que a partir de ese momento estaba cesado de mi cargo en la Secretaria de Seguridad Publica y que esto era por órdenes superiores.
(Énfasis añadido)

De lo trasunto se advierte que el hoy accionante narró que el veinte de enero de dos mil veinte le fue comunicado de manera verbal que a partir de esa fecha había sido dado de baja de la corporación –o cesado de su cargo- que venía desempeñando como Policía Tercero en la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, el enjuiciante en el apartado que denominó “CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN” de su escrito inicial de demanda, medularmente argumenta que el acto que impugna es sustancialmente ilegal, pues se le comunicó de manera verbal que a partir del veinte de enero de dos mil veinte se le había cesado de su puesto, sin tomar las medidas jurídicas correspondientes a este tipo de actos, pues para llevar a cabo tal procedimiento de destitución o cese de cualquier elemento de corporaciones policiacas, deberán seguir los procedimientos respectivos que establecen las leyes, y seguido por una comisión de honor y justicia, esto último, hecho que jamás sucedió.
La autoridad demandada, al momento de formular su contestación de demanda manifestó que nunca existió el acto administrativo de autoridad que se le atribuye; a lo que además desarrollaron cuál era el tipo de relación que tenían con el impetrante, la forma correcta de destituirlo, la existencia de un periodo de inasistencias injustificadas por parte del actor que comprendió del treinta de septiembre al veinticinco de octubre de dos mil diecinueve y la suspensión de los pagos que no fueron efectivamente generados debido a ello; el que posteriormente se justificaran dichas inasistencias por incapacidades médicas expedidas por el Instituto Mexicano del Seguro Social; por lo que se le reactivó el pago de su sueldo.

Asimismo, mencionaron textualmente lo siguiente: 

“Pertinente resulta mencionar que, con posterioridad a la citada reactivación de pago de salarios al actor, el mismo incurrió en diversas faltas reiteradas a su servicio, por un periodo comprendido del mes de enero de 2020 a la fecha…[Nota del Juzgador: la contestación de demanda fue emitida el siete de julio de dos mil veinte]”

(Énfasis añadido)

Los anteriores argumentos fueron reiterados en lo sustancial por las demandadas cuando formularon sus alegatos respectivos.

A juicio del suscrito Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación en estudio, es fundado y por lo tanto, suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada; en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.
Para poder llegar a la anterior conclusión, el estudio de la litis a resolver en el presente juicio, se divide en los siguientes dos apartados: A. Configuración del cese verbal que alude el demandante; y B. Ilegalidad de ese cese verbal.

A. Configuración del cese verbal que alude el demandante

Como se indicó anteriormente, el accionante narra en su escrito inicial de demanda que el veinte de enero de dos mil veinte, se le cesó indebidamente del puesto que venía desempeñando –lo que aconteció a través de la manifestación verbal realizada por la Titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí-; y por sus partes, las enjuiciadas refutaron lo argüido por el impetrante señalando que no existió el acto impugnado y que en enero de dos mil veinte el accionante había incurrido en diversas faltas reiteradas en su servicio.
En ese contexto, la litis consiste en dilucidar, sí como lo aducen las Autoridades Demandadas el Actor fue quien abandonó el ejercicio de su cargo –al presentar inasistencias reiteradas-, o como lo aduce el demandante, el veinte de enero de dos mil veinte se realizó una comunicación de cese en forma verbal.

Ahora bien, acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, acorde a lo que dispone el artículo 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, establecen dos reglas precisas sobre la carga de la prueba, el Actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. 
A continuación se transcriben dichos preceptos:
“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.

ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Ahora bien, como se ha señalado en el caso que nos ocupa, la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustenta en la afirmación de que el actor fue quién dejó presentarse a prestar sus servicios para lo que fue contratado; es decir la negativa de las autoridades demandadas, se envuelve en la afirmación expresa de un hecho, que se concreta en que el actor fue quien ya no asistió a desempeñar sus labores; por lo que la carga de la prueba le corresponde a las autoridades demandadas. 
En relación con lo anterior, conviene tener presente las consideraciones sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria de contradicción de tesis 174/2016
, en donde analizó cuestiones relativas a la carga probatoria en el juicio contencioso administrativo cuando se trate de elementos de cuerpos de seguridad pública, que resulta completamente aplicable al caso en estudio, que en lo más relevante se transcribe a continuación:

“CUARTO.-Determinación de la existencia de la contradicción de tesis. Como cuestión previa debe establecerse si en el caso, efectivamente, existe o no la contradicción de tesis denunciada.
…

I. El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Primer Tribunal Colegido del Trigésimo Circuito, al resolver el juicio de amparo ********** (cuaderno auxiliar **********):
…

El Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo:
…

• Finalmente, sostuvo que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar el abandono o las causas de rescisión o cese, en virtud de que negó el despido aducido, pero alegando que, con posterioridad a la fecha precisada por el reclamante actor, éste dejó de asistir a sus labores, porque como lo definió el Máximo Tribunal del País, tal afirmación suscita controversia sobre la existencia del despido alegado y ante ello le corresponde el débito procesal en los términos precisados.

• Que de autos no se advierte constancia de que se haya seguido o se esté siguiendo algún procedimiento administrativo con las formalidades de ley, en contra del quejoso, sino que en el caso, subsiste que fue de manera verbal la terminación de las labores en que se desempeñaba; razón por la que, la simple manifestación en forma negativa de parte de la demandada, con la siguiente afirmación de su parte, en el sentido de que fue el actor quien ya no acudió a sus labores el día posterior al que se dice dado de baja, por sí sola no es suficiente para declarar inexistente el acto reclamado en la vía contenciosa, ni tampoco es suficiente o apta para tener por desvirtuada la imputación hecha a la autoridad demandada, en el sentido de que ordenó la baja y separación reclamadas, apoyado esto, en que no se está en presencia de una negativa lisa y llana.

II. El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del mismo circuito, al resolver el juicio de amparo **********:
…

El Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo:
…

• Adujo que la autoridad demandada afirmó que el agraviado dejó de presentarse a laborar a partir del dieciséis del indicado mes, ese hecho no trae como consecuencia indefectible que haya acaecido el cese en los términos reclamados, sino que cabe la posibilidad de que este último se haya ausentado de sus funciones por su libre voluntad y no porque aquélla se lo ordenó.

• Afirmó, que sostener lo opuesto, sería solaparle al accionante que en el momento que quisiera dejara de presentarse a laborar a fin de demandarle a su empleador el cese, puesto que para el caso de que éste, en su contestación, negara ese hecho y afirmara que fue aquél quien ya no acudió a sus labores, al demandado se le asignaría la carga de probar ese hecho y al actor se le relevaría del débito de probar la base de su pretensión.
…

Así es, el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, determinó que corresponde a la autoridad demandada la carga de la prueba cuando niega la destitución verbal del empleo de un elemento de seguridad pública y agrega que fue aquél quien dejó de presentarse a su trabajo.

En cambio, el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del mismo Circuito consideró que corresponde al elemento de seguridad pública la carga de la prueba cuando la autoridad demandada niega el cese de que se dijo objeto el actor y, alega que con posterioridad a la fecha del citado cese, este dejó de asistir a sus labores.

Consecuentemente, debe estimarse existente la contradicción de criterios, la cual consiste en determinar quién tiene la carga probatoria cuando la autoridad demandada niega el cese o destitución de un elemento de seguridad pública municipal y, alega que con posterioridad a la fecha precisada por el actor, éste dejó de asistir a sus labores.
QUINTO.-Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estima que el criterio que debe prevalecer, con el carácter de jurisprudencia, es el que sustenta la presente resolución.

Como ya se precisó en párrafos precedentes, el punto concreto de contradicción consiste en determinar a quién corresponde la carga probatoria, en un juicio contencioso administrativo, cuando la autoridad demandada niega el cese injustificado aducido por un elemento de seguridad pública municipal y, agrega que con posterioridad a la fecha precisada por el actor, éste dejó de asistir a sus labores.

En el caso, se pone de manifiesto que se trata de dos controversias que derivan del cese o destitución verbal de los efectos del nombramiento de dos elementos de seguridad pública (policías municipales), por lo cual la relación que tuvieron con la autoridad demandada (Municipio del Estado) es de naturaleza administrativa, que se rige por las normas legales correspondientes, por disposición expresa del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por tal razón se excluye de considerar, entre otros, a los policías como sujetos de una relación de naturaleza laboral con la institución con la que prestan sus servicios.

Sirve de apoyo, en lo relativo al tema que se trata, el siguiente criterio:

Novena Época
Registro: 200322
Pleno
Jurisprudencia
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo II, septiembre de 1995
Materia administrativa
Tesis P./J. 24/95
Página 43

"POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA.-La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el Juez de Distrito."

También aplica, en lo que al tema interesa, el criterio jurisprudencial siguiente:

Novena Época
Registro: 188428
Segunda Sala
Jurisprudencia
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo XIV, noviembre de 2001
Materia administrativa
Tesis 2a./J. 51/2001
Página 33

"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE MIEMBROS DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA EN EL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA ENTIDAD.-En la tesis de jurisprudencia 24/1995, sustentada por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 43, Tomo II, correspondiente al mes de septiembre de 1995, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con el rubro: ‘POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA.’, se estableció que los miembros de dichas corporaciones, al formar parte de un cuerpo de seguridad pública, mantienen una relación de naturaleza administrativa con el Gobierno del Estado o del Municipio, la cual se rige por las normas legales y reglamentarias correspondientes, por disposición expresa del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con lo cual se excluye de considerar a aquéllos, así como a los militares, marinos y al personal del servicio exterior, como sujetos de una relación de naturaleza laboral con la institución a la que prestan sus servicios. En congruencia con tal criterio, y tomando en consideración que la Ley del Servicio Civil y la Ley de Justicia Administrativa, ambas del Estado de Morelos, no señalan con precisión la competencia del Tribunal de Arbitraje o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado mencionado, para conocer de las demandas promovidas por un policía municipal o judicial contra autoridades del propio Estado de Morelos, con la finalidad de que se deduzcan pretensiones derivadas de la prestación de sus servicios, es inconcuso que debe recaer la competencia en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por ser ese tribunal administrativo el más afín para conocer de la demanda relativa. Lo anterior, en acatamiento a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Federal, que consagra la garantía consistente en que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia."

Entonces, para efectuar el estudio correspondiente a la materia de la presente contradicción, se tomarán en cuenta las leyes de justicia administrativa de las entidades federativas correspondientes, que fueron aplicadas en los juicios contenciosos administrativos, en los cuales elementos de seguridad pública municipal demandaron la nulidad del cese verbal y la demandada negó el hecho, agregando que lo que aconteció fue que el actor dejó de asistir a desempeñar sus labores; dichas leyes admiten la supletoriedad del Código Procesal Civil del Estado de Morelos y el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes.

En ese sentido, conviene precisar el contenido de los artículos 43 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 386 y 387, fracción I, del Código Procesal Civil del mismo Estado; 3o. de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo del Estado de Aguascalientes, y 235 y 236, fracción I, del Código Procesal Civil de la misma entidad, que establecen lo siguiente:

…
De los numerales transcritos, se infiere lo siguiente:

• Los artículos 43 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Morelos y 3o., de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo del Estado de Aguascalientes prevén la aplicación supletoria del Código Procesal Civil y del Código de Procedimientos Civiles de las respectivas entidades federativas.

• Los artículos 386 del Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos y 235 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes, disponen la regla general de la carga de la prueba, la cual consiste en que las partes asumirán la relativa a los hechos constitutivos de sus pretensiones -el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción-; así, la parte que afirme tendrá el deber de probar sus respectivas proposiciones de hecho y aquellos que el adversario tenga a su favor una presunción legal. También prevén que, en casos de duda respecto a la atribución de la carga de la prueba, ésta se rendirá por la parte que se encuentre en circunstancias de mayor facilidad para proporcionarla; o, si esto no pudiere determinarse por el Juez, corresponderá a quien sea favorable el efecto jurídico del hecho que deba probarse.

• Por su parte, los artículos 387 del Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos y 236 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes, regulan las excepciones a esa regla, esto es, cuando la negación, no siendo indefinida, envuelva la afirmación expresa de un hecho, aunque la negativa sea en apoyo de una demanda o de una defensa, las cuales son: I. Cuando la negación, no siendo indefinida, envuelva la afirmación expresa de un hecho; II. Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; III. Cuando se desconozca la capacidad procesal; y, IV. Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la pretensión.

En estas condiciones, en los conflictos originados por el despido de un elemento de seguridad pública en los Municipios de Morelos y Aguascalientes o en cualquier otro de la República Mexicana, que demanda la nulidad del cese decretado en su perjuicio, toca a éste probar los hechos constitutivos de su acción cuando esas circunstancias sean negadas lisa y llanamente por la autoridad demandada, mientras que a esta última, en caso de que la negación aducida envuelva la afirmación expresa de un hecho, le corresponde demostrar el que invocó como causa justificada del cese decretado.

Así es, dado que si la legislación contencioso administrativa prevé que tendrá aplicación supletoria la codificación adjetiva civil, y dentro de ella se establece el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro acto, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero al mismo tiempo también afirme que fue el propio elemento de la corporación quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente se reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona.

En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción sí se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.
Tienen aplicación, en lo que interesa, los criterios siguientes:

Décima Época
Registro: 2007578
Segunda Sala
Tesis aislada
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Libro 11, Tomo I, octubre de 2014
Materia administrativa
Tesis 2a. XCVII/2014 (10a.)
Página 1102
"PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD ACREDITAR LA REGULARIDAD DE SU ACTUACIÓN. Si bien es cierto que la intención del Poder Revisor de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fue que el sistema de la responsabilidad patrimonial del Estado se limite a la generación del daño por la ‘actividad administrativa irregular’, también lo es que el particular no está obligado a demostrar dicha circunstancia, como sí debe suceder tratándose del daño y la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo. Ello es así, pues corresponde al propio ente estatal acreditar de manera fehaciente la regularidad de su actuación, es decir, que atendió a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración; dicha conclusión se alcanza ya que el artículo 22 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado establece la carga probatoria de éste para demostrar que el daño irrogado al particular no fue consecuencia de la actividad irregular de la administración pública. Asimismo, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, la carga de la prueba de este extremo debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el afectado probar el actuar irregular del Estado, sobre todo respecto de los diversos aspectos técnicos que lleva a cabo la administración pública en el ejercicio de sus funciones y que requieren de análisis especializados en la materia, los que, en un importante número de casos, rebasan los conocimientos y alcances de la población en general. Finalmente, debe señalarse que la argumentación del ente estatal en el sentido de que su actuar no fue desapegado del marco jurídico que lo rige, constituye una negación que conlleva un hecho afirmativo y, en esa lógica, le corresponde probar tal hecho con base en el principio general jurídico de que quien afirma está obligado a probar y el que niega sólo lo estará cuando su negativa implique una afirmación. Desde luego, lo anterior no significa que el particular no deba aportar las pruebas para acreditar la actividad administrativa irregular del Estado, siempre y cuando tal ofrecimiento probatorio se encuentre dentro de sus posibilidades legales y materiales."

Quinta Época
Registro: 322303
Segunda Sala
Tesis aislada
Semanario Judicial de la Federación
Tomo LXXXVI
Materia común
Página 1133

"PRUEBAS, CARGA DE LA.-Si bien es cierto que conforme a los principios que rigen la prueba, el que afirma está obligado a probar, y no el que niega, también lo es que los mismos principios establecen que cuando la negativa de una de las partes envuelve una afirmación, sí queda obligada esa parte a probarla."

El criterio que debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, es el que se lee en seguida, el cual se formula bajo una redacción temática, es decir, de modo que resulte aplicable no solamente a los Estados de Aguascalientes y de Morelos en donde se originó la presente denuncia de contradicción de tesis, toda vez que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, advierte que el tema interpretado es previsible que esté presente en otras disposiciones estatales o federales diversas, por lo cual, en acatamiento al artículo 17 constitucional, párrafo primero, es conveniente que para brindar seguridad jurídica en forma inmediata al resto del orden jurídico, se genere un criterio que abarque el mayor número de casos que en un futuro se presenten, tomando en cuenta además, el artículo 94 constitucional, párrafo décimo y que los artículos 215 al 226 de la Ley de Amparo, no prohíben la emisión de criterios de mayor cobertura respecto de los casos que los originaron. 

….”

(Énfasis añadido)
Las anteriores consideraciones dieron origen a la siguiente jurisprudencia, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
Época: Décima Época, Registro: 2013078, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.), Página: 1282. Registro No. 2 013 078
“CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO.- Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.- Contradicción de tesis 174/2016.”

De la ejecutoria transcrita, se advierte que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió que:
· Sí existía la contradicción de criterios entre el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del mismo Circuito, la cual consistía en determinar quién tiene la carga probatoria cuando la autoridad demandada niega el cese o destitución de un elemento de seguridad pública municipal y, alega que con posterioridad a la fecha precisada por el actor, éste dejó de asistir a sus labores.
· Las controversias en estudio derivaban del cese o destitución verbal de los efectos del nombramiento de dos elementos de seguridad pública (policías municipales), por lo cual la relación que tuvieron con la autoridad demandada (Municipio del Estado) era de naturaleza administrativa, que se rige por las normas legales correspondientes, por disposición expresa del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por tal razón se excluye de considerar, entre otros, a los policías como sujetos de una relación de naturaleza laboral con la institución con la que prestan sus servicios. Sustentó lo anterior, en las jurisprudencias cuyos rubros, se transcriben a continuación: “POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA” y “COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE MIEMBROS DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA EN EL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA ENTIDAD”.
· Las leyes de justicia administrativa de las entidades federativas correspondientes, que fueron aplicadas en los juicios contenciosos administrativos, en los cuales los elementos de seguridad pública municipal demandaron la nulidad del cese verbal y la demandada negó el hecho, agregando que lo que aconteció fue que el actor dejó de asistir a desempeñar sus labores; dichas leyes admiten la supletoriedad del Código Procesal Civil del Estado de Morelos y el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes.

· Una vez analizados los artículos 43, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 386 y 387, fracción I, del Código Procesal Civil del mismo Estado; 3°, de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo del Estado de Aguascalientes, y 235 y 236, fracción I, del Código Procesal Civil de la misma entidad; definió que en los conflictos originados por el despido de un elemento de seguridad pública en los Municipios de Morelos y Aguascalientes o en cualquier otro de la República Mexicana, que demanda la nulidad del cese decretado en su perjuicio, toca a éste probar los hechos constitutivos de su acción cuando esas circunstancias sean negadas lisa y llanamente por la autoridad demandada, mientras que a esta última, en caso de que la negación aducida envuelva la afirmación expresa de un hecho, le corresponde demostrar el que invocó como causa justificada del cese decretado.
· Lo anterior era así, dado que si la legislación contencioso administrativa prevé que tendrá aplicación supletoria la codificación adjetiva civil, y dentro de ella se establece el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro acto, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero al mismo tiempo también afirme que fue el propio elemento de la corporación quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente se reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona.
· En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción sí se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública; es decir, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que se podía cumplir con esa carga probatoria con las documentales que acreditaran lo debatido.
· Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.
· El criterio sustentado en la jurisprudencia anteriormente transcrita, no debía prevalecer solo para los Estados de los que surgió la contradicción que resolvieron, es decir, también resultaba aplicable para el resto de la República, en sus correspondientes disposiciones. 
Aunado a lo anterior, conviene también tener presente la siguiente jurisprudencia, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Época: Novena Época, Registro: 189341, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Julio de 2001, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 27/2001, Página: 429.

“CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO LABORAL. CORRESPONDE AL PATRÓN ACREDITAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE SE AFIRMA OCURRIÓ EL DESPIDO Y EL POSTERIOR EN EL QUE SE DICE SE PRODUJO LA RENUNCIA, SIN QUE BASTE PARA ELLO LA SOLA EXHIBICIÓN DEL ESCRITO QUE LA CONTIENE, SINO QUE SE REQUIERE QUE TAL HECHO ESTÉ REFORZADO CON DIVERSOS ELEMENTOS DIRECTAMENTE RELACIONADOS CON EL MOMENTO HASTA EL CUAL EL TRABAJADOR ACUDIÓ A LABORAR.- De lo previsto en los artículos 784, 804 y 805 de la Ley Federal del Trabajo, se desprende la regla general de que corresponde al patrón la carga de probar los elementos básicos de la relación laboral, así como las causas de rescisión, lo que se justifica por la circunstancia de que aquél es quien dispone de mejores elementos para la comprobación de los hechos propios de tal relación, en el entendido que si no lo hace, se deben presumir ciertos los hechos aducidos por el trabajador en su demanda. Ahora bien, aunque es cierto que el escrito de renuncia en determinada fecha indica, lógicamente, que hasta entonces subsistió la relación de trabajo, también lo es que ese elemento no hace prueba plena, sino que constituye un indicio que, por sí solo, no puede válidamente desvirtuar la presunción legal que los artículos mencionados establecen en favor del actor. En efecto, si la defensa del patrón implica la afirmación de que la relación laboral continuó hasta la fecha de la renuncia, los mencionados artículos le atribuyen la carga de probar que hasta entonces el trabajador estuvo laborando, para lo cual no basta la sola exhibición de la renuncia, pues el valor indiciario que tiene sobre la verdad buscada es puramente lógico, sin correspondencia necesaria con la realidad de los hechos, aspecto que es fundamental en el ámbito probatorio del juicio laboral, lo que se infiere de lo dispuesto en el artículo 841 de la señalada ley. En consecuencia, la renuncia como simple indicio, debe estar reforzada con otros elementos que allegue el patrón, cuando la invoca en su beneficio y es controvertida por el trabajador, medios probatorios que no son los que simplemente perfeccionen el escrito de renuncia, sino que conforme al contenido de los artículos 776, 804 y 805 de la propia ley, puede ser cualquiera que tenga relación directa con el momento hasta el cual el trabajador acudió a laborar, como las tarjetas checadoras, los comprobantes de pago de los días en que se afirma existió el despido y la fecha de la renuncia, el aviso de baja al Instituto Mexicano del Seguro Social, entre otros, cuya valoración quedará al prudente arbitrio de la Junta que conozca del juicio. 
Contradicción de tesis 105/2000-Segunda Sala”

En ese contexto, las autoridades demandadas deben probar, en virtud de lo que ellas mismas afirmaron en su contestación de demanda, que fue el hoy actor quien “abandonó” el ejercicio del cargo, es decir que dejó de asistir –dado que dejó de asistir justificadamente a su trabajo-.

O bien, por lo menos, para llegar a acreditar que no se dio de baja al hoy accionante, resultaría necesario que probaran que el actor sigue prestando sus servicios al referido Ayuntamiento.

Lo anterior es así, pues la manifestación de las enjuiciadas no constituye una negativa lisa y llana, sino una afirmación en el sentido de que fue el impetrante quién abandonó el cargo; o bien, dicha negativa sobre la inexistencia del cese aludido envuelve implícitamente que el demandante sigue como elemento activo desempeñando el puesto de Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, esas afirmaciones deben ser probada con medios adecuados, como pueden ser las tarjetas de checado de asistencia, recibos de pago, listas de asistencia, nóminas, el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, así como cualquier otro medio que resulte eficaz, para probar, que:

1) El impetrante fue quién de motu proprio dejó de asistir a sus labores, ya que argumenta que a partir de enero hay tenido faltas; o bien, 
2) Que el Actor no ha sido dado de baja –sigue en activo-, que está faltando y que cuando menos se han iniciado los procedimientos legales para aplicar las consecuencias legales procedentes.

De resultar infundadas las aseveraciones de las Autoridades Demandadas, es decir, sí no prueban su afirmación, la negativa formulada carece de todo sustento; por lo que lo conducente sería entrar al estudio de la legalidad del acto impugnado (cese verbal), ello obedece a que sí el hecho aseverado por las enjuiciadas no es probado, dicha circunstancia pone de manifiesto la existencia del cese verbal de que se duele el hoy actor, precisamente, porque las faltas de asistencia que se le atribuyen solo ponen en evidencia que el enjuiciante no se encuentra en activo dentro de la corporación.
Para probar su afirmación, las autoridades demandadas aportaron como pruebas, entre otras, las siguientes probanzas: formato Preventivo de Suspensión de Sueldo No. ************ de fecha veinticinco de octubre de dos mil diecinueve –folio 39- y acuse del oficio No. ***************** de fecha veintidós de enero de dos mil veinte –foja 40-.
Respecto de la primera documental, no tiene ningún alcance demostrativo en lo referente de que el accionante fue quién dejó de prestar sus servicios por voluntad propia, abandonando el puesto que desempeñaba por el simple hecho de que tiene una fecha anterior al cese verbal que aduce el actor; y lo único que acredita es que se suspendió el sueldo del treinta de septiembre al veinticinco de octubre de dos mil diecinueve. Asimismo, debido a ello, ninguna de esas probanzas sirve de indicio para poder llegar a determinar que el hoy impetrante sigue en activo en la corporación.
Por su parte, la siguiente documental, si bien tiene fecha de veintidós de enero de dos mil veintidós –lo que sería posterior al cese verbal del que se duele la accionante-, este Juzgador únicamente advierte que en esa documental el Director Administrativo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, solicitó a la Directora de Control Presupuestal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, llevara a cabo la liberación de sueldo y compensación de manera regular a favor del hoy actor; sin embargo, no existe ningún elemento adicional del que se pueda advertir si esa liberación sería debido a que ese elemento seguía en activo en ese momento; o correspondía a pagos recientes no devengados; o bien, eran en específico al periodo en el que se le suspendieron sus pagos -del treinta de septiembre al veinticinco de octubre de dos mil diecinueve-. 
Cabe destacarse que conforme a lo que narraron las propias autoridades en su contestación, dicha liberación obedeció a que el hoy actor justificó las faltas que dieron origen a la suspensión de sueldos; por lo que se podría inferir que esa liberación únicamente abarca el periodo de suspensión de pagos multireferido; y no así, periodos diversos. 
En ese orden de ideas, a consideración del suscrito Magistrado, las dos documentales anteriormente analizadas, no dan certeza o indicio de que; ya sea, lo que había sucedido era que el actor por voluntad propia se había ausentado de sus labores –en vez del cese aludido-, siendo esto lo que afirman en su contestación de demanda; o bien, que el accionante sigue como elemento activo en la corporación en una fecha posterior al veinte de enero de dos mil veinte, pues de esa manera se acreditaría la inexistencia del cese controvertido. 

Siguiendo con la valoración de las probanzas exhibidas por la autoridad, se tiene a la vista el acuse del oficio No. ******************* de nueve de junio de dos mil veinte, mediante el cual la Directora Administrativa de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado le solicitó a la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, un documento en el que se demuestre el historial y situación laboral del aquí actor; por ello mismo, con esa documental únicamente se acredita que existió una solicitud de información por parte de las enjuiciadas, pero no el resultado de la misma, es decir, esta documental por si misma, no sirve para acreditar el que el hoy accionante fue el que abandonó su servicio y que por lo tanto no existe el cese verbal de que se duele.

En relación con la anterior documental, también obra en autos el oficio *******************, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintidós de julio del año en curso; mediante el cual la autoridad manifestó que en relación a las pruebas ofrecidas en el punto 5 del capítulo de pruebas de la demanda, anexaba el documento certificado emitido por la Oficialía Mayor del Gobierno del Estado, mediante el cual refirió, se acredita la situación laboral de **** ******* ********* ********, refiriendo que actualmente se encuentra activo en el sistema de Oficialía Mayor y en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado. 

Al respecto, si bien la delegada de la autoridad cuando ofreció la anterior probanza, afirmó que con ella se acreditaba la situación laboral del hoy actor, y en específico, que este seguía en activo; a consideración del suscrito Magistrado, de la documental que presentó en este juicio no existe elemento alguno que le permita corroborar lo que afirmó en su ocurso.
Para pronta referencia, se digitaliza a continuación la certificación referida –visible en el folio 45 de autos-:
[DIGITALIZACIÓN DE LA CERTIFICACIÓN]


De la documental digitalizada se advierte que corresponde al documento emitido por la Oficialía Mayor de Movimiento de Personal con número de folio ************ de trece de marzo de dos mil quince; probanza que únicamente ampara el alta definitiva del hoy actor en la Dirección de Operación, de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, que acontecería a partir del treinta de marzo de dos mil quince. Asimismo, en dicha documental se asentaron diversos datos personales del accionante; y además de las fechas anteriormente referidas solo obran dos sellos de recibido de fechas primero y veinticinco de abril de dos mil quince. 
Es decir, la probanza con que las autoridades pretendieron acreditar que el hoy actor seguía como elemento en activo en la corporación, no cuenta con un solo elemento del que se pueda desprender esa circunstancia, por el contrario solo acredita la situación del hoy accionante cuando se incorporó definitivamente a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado; de ahí que a consideración de este Juzgador, no sirva para acreditar lo que pretenden las enjuiciadas. 
Siguiendo con el estudio de las pruebas ofertadas por las enjuiciadas, se advierte que las autoridades demandadas también ofrecieron como pruebas la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana, sin embargo de las constancias que integran este expediente y su valoración, no se desprenden datos o indicios de los que se pueda presumir que el hoy actor sigue como elemento activo en la corporación, y que debido a ello, es inexistente el cese controvertido. Asimismo, este Juzgador no advierte alguna presunción legal o humana, que favorezca a la enjuiciada con la que se acreditara lo anterior.
Debido a ello, a consideración de este Juzgador ninguna de las probanzas presentadas por la autoridad sirve para acreditar lo que pretenden; máxime que de conformidad con lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria de contradicción de tesis 174/2016; las enjuiciadas en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública; es decir, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que se podía cumplir con esa carga probatoria con las documentales que acreditaran lo debatido. 
Por lo tanto, en su caso, las probanzas que debieron presentar las autoridades para acreditar que efectivamente lo acontecido fue que el elemento de seguridad pública fue quién motu proprio no asistió a desempeñar sus labores –en vez de un cese- necesariamente tenían que ser o adminicularse con las pruebas documentales idóneas para ello –como la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación ya lo definió- de ahí que este Juzgador estime que resultaba necesario que en este juicio, las demandadas para acreditar su excepción hubieran exhibido los medios adecuados para ello, como pueden ser las tarjetas de checado de asistencia, recibos de pago, listas de asistencia, nóminas, el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, así como cualquier otro medio que resulte eficaz, para probar, que, 1) lo que realmente sucedió fue que el accionante motu proprio dejó de asistir injustificadamente, que está faltando y que cuando menos se han iniciado los procedimientos legales para aplicar las consecuencias legales procedentes; o bien, 2) el accionante no ha sido dado de baja, sino sigue en activo.
En conclusión, las enjuiciadas no probaron las aseveraciones en que fundan su negativa, es decir, no acreditaron ya fuera que, no existió el cese aludido sino lo que aconteció fue que el hoy impetrante dejó de asistir a sus labores; o bien, que el hoy accionante sigue en activo en la corporación; pues con cualquiera de las dos anteriores, se acreditaría que no había acontecido el cese verbal del que se duele el actor; por lo que lo conducente es entrar al estudio de la legalidad o ilegalidad del acto impugnado.
B. Ilegalidad de ese cese verbal.
En el escrito inicial de demanda, la Parte Actora aduce medularmente que la baja o cese de que fue objeto es ilegal, porque no se instrumentó el procedimiento administrativo interno ante la Comisión de Honor y Justicia, para imponer la sanción de baja o cese del cuerpo de seguridad pública al que pertenecía.

Como se adelantó a juicio de la Sala el argumento es fundado.
En efecto, los artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, son del tenor literal siguiente:
“ARTICULO 114. Las sanciones disciplinarias aplicables por la Comisión de Honor y Justicia son:

I. Amonestación;

II. Suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y

III. Remoción, o destitución del cargo.

…

ARTICULO 119. La Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad.

Además, evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso.
…
ARTICULO 125. En materia disciplinaria la Comisión de Honor y Justicia tendrá las atribuciones siguientes:

I. Sustanciar los procedimientos disciplinarios por incumplimiento a los deberes u obligaciones de los integrantes, preservando el derecho a la garantía de audiencia y el principio de presunción de inocencia;

II. Sancionar a los integrantes por incumplimiento a los deberes previstos en la presente Ley y disposiciones aplicables;

III. Dictar las medidas necesarias para el despacho pronto y expedito de los asuntos de su competencia;

IV. Certificar por conducto del secretario, copias de las constancias documentales que obren en su poder con motivo de la sustanciación de los procedimientos disciplinarios;

V. Aplicar los medios de apremio previstos en esta Ley, y

VI. Las demás que le señalen la presente Ley y demás disposiciones legales que de ella deriven.

ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.
En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento:

l. Se iniciará por solicitud escrita presentada por el titular de la Unidad de Asuntos Internos de las instituciones de seguridad pública, en los términos de sus ordenamientos.

La solicitud deberá contener lugar, fecha, y la imputación que se atribuye al probable infractor; pruebas que sustenten la imputación, motivación para su formulación, y fundamentación de la infracción que se imputa;

II. La Comisión de Honor y Justicia dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir del momento en que reciba la solicitud, por conducto de su presidente, asignará el número progresivo que corresponda al expediente y dictará acuerdo de radicación, en el que señalará día y hora para la celebración de una audiencia, que deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes al que se haya dictado el acuerdo.

En el mismo acuerdo, la Comisión de Honor y Justicia, por conducto de su presidente acordará:

a) Se notifique personalmente al probable infractor, y a los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, cuando menos con diez días de anticipación a la audiencia.

b) Que en el acto de notificación, al probable infractor se le entregue copia cotejada del escrito de solicitud, así como de las constancias y actuaciones que obren en el expediente.

Con respecto de la información reservada o confidencial prevista en la fracción III del presente artículo, únicamente se le permitirá consultarla en el local de la instancia y ante la presencia del personal actuante que para tal efecto designe el Presidente, pudiendo en tal caso tomar las anotaciones que considere pertinentes.

c) Se apercibirá al probable infractor que la imputación se tendrá por consentida y aceptada, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no concurre a la audiencia por causa injustificada.
d) Se haga saber al presunto infractor el derecho que tiene para exponer su defensa por sí mismo; o bien, para asistirse de un abogado durante la sustanciación del procedimiento, de un abogado, así como para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga.
e) En el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia no se admite la representación, por lo que el presunto responsable debe comparecer en forma personal e insustituible, a declarar sobre las imputaciones que se le hagan respecto a hechos propios, relacionados con actos u omisiones que podrían constituir infracciones a sus deberes.

f) La comparecencia podrá ser por escrito, la cual en todo caso, tendrá que ser ratificada durante la audiencia por el presunto infractor.

En el escrito de comparecencia el probable infractor ofrecerá y acompañará sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, siendo admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional mediante absolución de posiciones, o aquéllas que sean contrarias a la moral o al derecho.

Los testigos, que no podrán exceder de dos por cada hecho, deberán ser presentados por el oferente, debidamente identificados mediante documento oficial con fotografía reciente. La prueba testimonial se declarará desierta si los testigos no comparecen a la audiencia.

El oferente de la prueba deberá exhibir el interrogatorio correspondiente, debidamente firmado, y copia del mismo para cada una de las demás partes, a fin de que estén en aptitud de formular repreguntas, las cuales, en su caso, deberán hacer en el momento en que se desahogue la prueba, sin que puedan exceder de dos por cada directa.

El oferente no podrá formular a los testigos más preguntas de las contenidas en el interrogatorio respectivo; el presidente por sí o a solicitud de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, podrá requerir a los declarantes para que amplíen su contestación, o formularles de manera directa las preguntas que estime pertinentes en relación con los hechos de su testimonio.

g) Las autoridades tienen obligación de expedir, a costa del probable infractor, las copias de los documentos que les soliciten a fin de que puedan rendir sus pruebas; si no lo hicieran, el día de la audiencia la Comisión de Honor y Justicia a solicitud del probable infractor, y previa justificación de que hizo la solicitud correspondiente cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de la audiencia, acordará que por medio de su presidente se requiera a la autoridad la expedición de las copias, apercibiendo de la aplicación de los medios de apremio en caso de incumplimiento;

III. Se considerará como reservada o confidencial, la información que pueda comprometer la seguridad pública; poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos; la impartición de justicia; la recaudación de contribuciones; y aquélla que sea considerada como tal por la ley.

La resolución que clasifique la información como confidencial deberá estar debidamente fundada; y tal carácter no podrá ser impedimento para que dicha información sea puesta a disposición de las autoridades jurisdiccionales competentes;

IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente.

El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión.

La audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia; el diferimiento podrá ser acordado por el presidente o por el pleno de la Comisión de Honor y Justicia;

V. El día y hora señalados para la celebración de la audiencia a la que se refieren las fracciones II y

IV del presente artículo, se procederá conforme a lo siguiente:

a) El presidente solicitará al Secretario tome lista de asistentes, para verificar el quórum para sesionar.

Una vez verificado el quórum, el presidente declarará formalmente abierta la sesión y, enseguida, el secretario dará cuenta de la asistencia o no del presunto infractor. En caso de haber comparecido, tomará las generales del presunto infractor y de su defensor; protestando al primero conducirse con verdad, y advirtiéndole de los delitos que comete quien declara falsamente ante una Autoridad administrativa, y discerniéndole el cargo al segundo. Acto seguido procederá a dar lectura a las constancias relativas a la imputación y datos de cargo, con la finalidad de hacer saber al presunto infractor los hechos que se le atribuyen.

b) En caso de no haber comparecido el presunto infractor, verificándose su legal emplazamiento, de oficio se hará efectivo el apercibimiento a que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, y seguirá el procedimiento en rebeldía.

c) A continuación se concederá el uso de la palabra al presunto infractor, para que por sí o por medio de su abogado, expongan lo que a su derecho convenga, y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes, o bien ratifique el contenido de su escrito de comparecencia.

d) Concluida la exposición del probable infractor, la Comisión de Honor y Justicia resolverá cuáles pruebas son admitidas, o desechadas por no tener relación con los hechos, ser inconducentes o contrarias a derecho; haciendo constar su determinación en el acuerdo respectivo, que firmarán los asistentes para efectos de notificación.

e) Los miembros de la instancia están facultados para cuestionar a los comparecientes; solicitar informes u otros elementos de prueba, por conducto del secretario, previa autorización del presidente, con la finalidad de allegarse de datos necesarios para el esclarecimiento del asunto.

f) Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, por conducto del secretario y previa autorización del presidente, podrán formular preguntas al presunto infractor, solicitar informes u otros elementos de prueba que estimen pertinentes, con la finalidad de allegarse los datos necesarios para el conocimiento del asunto.

g) Contra la determinación de la Comisión de Honor y Justicia, por la que se resuelva lo relativo a las pruebas, no procede medio de defensa alguno, y en todo caso, se podrá combatir dentro de los medios de defensa que procedan contra la resolución definitiva del procedimiento;

VI. Si las pruebas ofrecidas admitidas requieren preparación, el presidente establecerá un término probatorio de quince días para su desahogo. En caso contrario, se declarará agotada la instrucción y dará curso al procedimiento;

VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción.

La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.

Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos.

En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados.

La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas, y

VIII. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Harán prueba plena la confesión expresa del probable responsable y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado.

b) El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la Comisión de Honor y Justicia.”

De la lectura de los citados preceptos, se desprende:
· Que la remoción o destitución del cargo es una sanción que compete únicamente a la Comisión de Honor y Justicia;

· Que la Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado disciplinario de carácter permanente en los cuerpos de seguridad pública, encargado de conocer y resolver sobre infracciones o faltas a los deberes previstos en la Ley, los reglamentos y/o cualquiera otros ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como de imponer las sanciones correspondientes;

· Que la imposición de sanciones por la Comisión de Honor y Justicia se sujeta al procedimiento seguido en forma de juicio establecido en el artículo 126 de la Ley de Seguridad Pública. 

Luego, si como es el caso las autoridades demandadas no probaron sus afirmaciones en el sentido de que el Actor sigue como elemento activo como Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado y que él abandonó el cargo; ello pone en evidencia la existencia del cese verbal impugnado, es decir de que el impetrante fue cesado como Policía adscrito a esa Secretaría, pues la inasistencias que le son atribuidas ponen de relevancia que el accionante no se encuentra como elemento activo de dicha corporación.

Luego entonces, la baja o cese verbal de que fue objeto el hoy actor es ilegal, porque fue dictada en contravención a lo que disponen los citados y transcritos artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, toda vez que al efecto la autoridad competente era la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, siguiendo el procedimiento respectivo.
En esas condiciones, en la especie se actualiza la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece textualmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

…”

En razón de que el acto impugnado se dictó en contravención a las disposiciones legales aplicables, en el caso concreto los artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Por consiguiente, con fundamento en los artículos 250, fracción IV, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del cese verbal acontecido el veinte de enero de dos mil veinte, por el que se separó al hoy actor, del puesto de que desempeñaba como Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno.
Finalmente, toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; en virtud de la naturaleza del presente juicio contencioso administrativo, se desarrollará todo lo conducente en el siguiente Considerando.
SÉPTIMO.- El accionante en el apartado que denominó “VI.- PRETENCIÓN (Sic) QUE SE DEDUCE EN JUICIO”, manifestó lo siguiente:
“…

b).- Me sean restituidos todos mis derechos laborales, en el puesto y lugar en que lo venía desempeñando hasta antes de la ilegal notificación, así como los salarios caídos que me corresponden.
c).- Se me reinstale de manera inmediata en mi puesto que venía desempeñando como Policía Tercero de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Sn Luis Potosí, y se me paguen todas y cada una de las prestaciones económicas que se me adeudan y a las que tengo derecho.”
(Énfasis añadido)
De lo trasunto, se desprende que la pretensión del accionante consiste en que se le reinstale al puesto que desempeñaba, y en virtud de eso, el pago de los derechos laborales inherentes a ese empleo que se le adeuda; sin embargo, lo cierto es que –se adelanta- la primera parte de dicha pretensión es improcedente.
En virtud de que efectivamente se ha declarado la nulidad del acto impugnado –de conformidad con lo resuelto en el anterior Considerando-, este Juzgador procede a continuación a dilucidar la procedencia o no, de las pretensiones del actor; las cuales se dividen en dos apartados: A. Sobre la reincorporación –reinstalación- al servicio que desempeñaba; y B. Sobre la indemnización, haberes y prestaciones a partir del momento de su baja o cese.
A. Sobre la reincorporación –reinstalación- al servicio que desempeñaba.
En el presente asunto, dicha restitución solicitada no resulta procedente en tanto que el hoy actor era miembro de una institución policial, respecto de los cuales existe prohibición expresa en la Constitución Federal de que sean reincorporados al servicio, aún y cuando se determine por parte de la autoridad jurisdiccional, que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada.

En efecto, el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Federal, establece lo siguiente:

“Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:

…

B. 
Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

…

Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Las autoridades federales, de las entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social.

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas instituciones.

…”

(Énfasis añadido)

El precepto constitucional establece un régimen especial para los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, esto es, se regirán por sus propias leyes.

Respecto a los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones.

Cuando la autoridad jurisdiccional resuelva que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Asimismo, como se puede advertir, el referido artículo establece que los marinos, el personal del servicio exterior, los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes, lo que implica que no se les aplican las disposiciones del apartado A del artículo 123 de la Constitución Federal, que regulan las relaciones laborales entre particulares, ni tampoco se encuentran inmersos totalmente en el apartado B del aludido numeral en lo que respecta a la relación que guardan con el Estado, pues la fracción XIII los ubica en una situación sui géneris no laboral, sino administrativa, que se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y no así por las disposiciones laborales.

Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia siguiente:

Época: Novena Época 

Registro: 200322 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo II, Septiembre de 1995 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: P./J. 24/95 

Página: 43 

“POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el juez de Distrito.”

Contradicción de tesis 11/94. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados del Segundo Circuito. 21 de agosto de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba.

El Tribunal Pleno en su sesión privada del jueves treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco asignó el número 24/1995 (9a.) a esta tesis de jurisprudencia aprobada al resolver la contradicción de tesis número 11/94. México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco.

Ahora bien, cabe preciar que las relaciones entre dichos miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), los Estados y los Municipios y el Estado, no siempre fue regulada de esa forma, pues antes de la reforma a dicho artículo publicada en el Diario Oficial de la Federación de ocho de marzo de mil novecientos noventa y nueve, no había limitación en cuanto a la posibilidad de reinstalación o restitución en el puesto, como se advierte del criterio contenido en la tesis que se transcribe a continuación:

Época: Novena Época 

Registro: 189283 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XIV, Julio de 2001 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 2a. CV/2001 

Página: 511 

“POLICÍAS. LA IMPOSIBILIDAD DE OBTENER SU REINSTALACIÓN EN EL CARGO, ESTABLECIDA EN EL PÁRRAFO TERCERO DE LA FRACCIÓN XIII DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN, NO ES APLICABLE RESPECTO DE AQUELLOS QUE FUERON CESADOS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA REFORMA RESPECTIVA (DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL OCHO DE MARZO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE). De la interpretación literal, causal y teleológica de lo dispuesto en el citado precepto constitucional se advierte que la imposibilidad de reinstalar a los miembros de las instituciones policiales federales, estatales o municipales que hubieran sido removidos de su cargo, únicamente es aplicable hacia el futuro ya que, por una parte, en el referido numeral se estableció que "... podrán ser removidos de su cargo si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento de la remoción señalen para permanecer en dichas instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la remoción ...", lo que conlleva a considerar que la imposibilidad de obtener la reinstalación es una restricción que únicamente opera respecto de los que sean cesados en ejercicio de la facultad incorporada en el texto constitucional y, por otra, si bien en la respectiva iniciativa de reformas constitucionales presentada por el presidente de la República se proponía un artículo tercero transitorio conforme al cual "... las resoluciones de los procedimientos en trámite, incluyendo los juicios de amparo, en que se hubieran impugnado los actos de cese, remoción, baja o destitución, en ningún caso podrán tener por efecto la restitución o reinstalación en las plazas, cargos o comisiones que ocupaban ...", de especial relevancia resulta el proceso legislativo que siguió a dicha iniciativa, pues con base en los dictámenes emitidos por las comisiones respectivas, tanto de la Cámara de Senadores como de la de Diputados, en el texto aprobado por éstas y, posteriormente, por las Legislaturas Locales, se suprimió la referida norma de tránsito, porque a juicio de ambas Cámaras, de aprobarse en sus términos la propuesta presidencial, se crearían situaciones de franco enfrentamiento entre los Poderes Judicial y Ejecutivo, al tener que desobedecer este último una disposición expresa de aquél. En tal virtud, los referidos elementos hermenéuticos generan convicción en cuanto a que la intención del Poder Revisor de la Constitución plasmada en el párrafo tercero de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 constitucional, se traduce en que a partir de su entrada en vigor las autoridades competentes en el ámbito federal, local o municipal, pueden cesar a los integrantes de los cuerpos policiacos cuando no cumplan con los requisitos que las leyes vigentes al momento de la remoción señalen para permanecer en dichas instituciones, sin que la impugnación que de tales remociones se realice pueda dar lugar a su reinstalación, es decir, esta última restricción solamente es aplicable respecto de los policías cesados a partir del nueve de marzo de mil novecientos noventa y nueve.”

Inconformidad 357/2001. Juan Carlos Amador Alvarado. 25 de mayo de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina.

Posteriormente, el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Federal, fue reformado nuevamente el nueve de marzo de mil novecientos noventa y nueve, donde ya se estableció implícitamente una limitante, al señalar lo siguiente: "‘Los miembros de las instituciones policiales de los Municipios, entidades federativas, del Distrito Federal, así como de la Federación, podrán ser removidos de su cargo si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento de la remoción señalen para permanecer en dichas instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la remoción y, en su caso, sólo procederá la indemnización. La remoción de los demás servidores públicos a que se refiere la presente fracción, se regirá por lo que dispongan los preceptos legales aplicables;...”.
Precepto que con posterioridad volvió a sufrir una reforma, la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho y en la cual ya se establece de manera expresa la limitante a la posibilidad de la reinstalación de los miembros de las instituciones policiales en el cargo que venían desempeñando, ello en atención a la intención del legislador de guardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, que deben regir en el desempeño de sus funciones como servidores públicos, como se advierte del texto de la iniciativa que dio lugar a la referida reforma:

"Iniciativa del presidente de la República presentada ante el Senado, de fecha nueve de marzo de dos mil siete:

(…)

En este sentido, la profesionalización de los servidores públicos dedicados a la procuración de justicia y a la investigación de los delitos, así como la depuración de los malos elementos que incurren en actos ilícitos en el desempeño de sus funciones, significan una parte fundamental del éxito de esta estrategia, toda vez que si no contamos con agentes ministeriales y policiales eficientes, honestos y confiables, cualquier esfuerzo para enfrentar a la delincuencia será inviable.

Cabe recordar que la necesidad de depurar las instituciones policiales fue plasmada en la reforma constitucional de 1999, en la cual se estableció, entre otras cosas, que si tales elementos no cumplían con los requisitos de permanencia fijados en la ley, podrían ser removidos sin que procediera su reinstalación, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la remoción y, en su caso, sólo procedería la indemnización.

La intención del Constituyente fue establecer un enérgico mecanismo para expulsar a los miembros de las instituciones policiales que hubieran incumplido los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, negándoles, en términos absolutos, la reinstalación en sus cargos, cualquiera que haya sido la resolución jurisdiccional respecto del juicio o medio de defensa promovido, pues aunque aquélla hubiera sido favorable para los quejosos, sólo procede su indemnización.

Con posterioridad a la reforma constitucional citada, en el ámbito federal se implementó un amplio esquema de evaluaciones a los agentes policiales, el cual tuvo resultados buenos, pues se consiguió separar a los elementos que no cumplían con los requisitos de permanencia, que no cubrían el perfil requerido para sus funciones, o en el caso de que su integridad laboral era ampliamente cuestionable.

Sin embargo, la interpretación judicial fue en el sentido de que la reinstalación era viable cuando el interesado obtuviera resolución favorable, aun y cuando fuera para efectos.

Como consecuencia, los agentes policiales que por tecnicismos probatorios o criterios en extremo protectores, han obtenido sentencias favorables en contra de su remoción, han logrado su reinstalación en las instituciones de seguridad pública, no obstante que existen claros indicios que demuestran su deficiente desempeño como servidores públicos o, incluso, la ruptura del orden legal.

Por tales razones, someto a consideración de esa soberanía, la reforma al artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo tercero, de la Constitución, a fin de señalar, en forma expresa, que la remoción de los agentes del Ministerio Público y de los miembros de las instituciones policiales de los Municipios, entidades federativas y Federación se efectuará libremente, en los términos que señalen las leyes. Adicionalmente, se reitera -con mayor precisión en el texto propuesto- que bajo ninguna circunstancia procederá la reinstalación o restitución de tales servidores públicos. De esta manera, en caso de que Ilegare a prosperar algún medio de defensa, el Estado deberá cubrir una indemnización, pero se insiste, no estará obligado a reintegrarlo a sus funciones.

(…)”

Como se advierte de lo anterior, la reforma al artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Federa, constituye una medida de combate a la corrupción en las instituciones policiales y de procuración de justicia, en tanto que señala que los elementos que han incurrido en incumplimiento o falta grave prevista en sus ordenamientos disciplinarios o laborales, no podrán ser restituidos en sus cargos por significar una falta a los valores institucionales de rectitud y alto valor ético que se requiere en el sistema de seguridad pública e impartición de justicia.

En ese sentido, dicha reforma propició un sano equilibrio entre, la necesidad de mantener un servicio de carrera, necesario para motivar al personal a tener una expectativa de profesionalización y crecimiento y, el imperativo de contar con mecanismos eficientes de depuración de los elementos que se apartan de los principios de ética, ensucian y dañan a las instituciones.

En atención a lo anterior, la prohibición de reincorporación al servicio policial es expresamente absoluta, por lo que si la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, más nunca a la reinstalación.

Es por lo anterior que, a partir de la aludida reforma, la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.
Al respecto, resultan aplicables las Jurisprudencias que se transcriben a continuación:

Época: Novena Época 

Registro: 164225 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXII, Julio de 2010 

Materia(s): Constitucional, Laboral 

Tesis: 2a./J. 103/2010 

Página: 310 

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE.- Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.”

Contradicción de tesis 21/2010. Entre las sustentadas por el Primer, Segundo y Tercer Tribunales Colegiados del Noveno Circuito. 23 de junio de 2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente y Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga.

Tesis de jurisprudencia 103/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez.

Época: Décima Época 

Registro: 2011397 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 29, Abril de 2016, Tomo II 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 38/2016 (10a.) 

Página: 1204 

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. LA PROHIBICIÓN DE REINCORPORARLOS AL SERVICIO CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL NO SUSCEPTIBLE DE REVISIÓN.- La citada prohibición prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución General de la República, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, no da lugar a que pueda emprenderse un ejercicio de armonización o de ponderación entre derechos humanos, pues al ser una restricción constitucional es una condición infranqueable que no pierde su vigencia ni aplicación, la cual constituye una manifestación clara del Constituyente Permanente, que no es susceptible de revisión constitucional, ya que se trata de una decisión soberana del Estado Mexicano.”

Amparo directo en revisión 4267/2013. Ramiro Izcóatl Pérez García. 12 de febrero de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 161/2014. Armando Campos Calderón. 5 de marzo de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 595/2014. Saúl Iván Pérez Vertti Tenorio. 9 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 106/2015. Leticia Márquez Reyes. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 4315/2014. José Antonio Murillo López. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Tesis de jurisprudencia 38/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil dieciséis

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Cabe precisarse que la prohibición constitucional establecida en el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Federal, también se encuentra reflejada en el diverso 89, segundo párrafo de nuestra Constitución Estatal, así como en el ordinal 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que textualmente señalan lo siguiente:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ
“ARTÍCULO 89.- El personal de las instituciones de seguridad pública del Estado y los municipios, por la naturaleza de su función y atendiendo a lo establecido en lo conducente por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tendrá el carácter de agente depositario de autoridad y su relación con la administración pública será de carácter administrativo y se regirá por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos, y el personal de las instituciones policiales del Estado y los municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado y los municipios sólo estarán obligados a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho sin que, en ningún caso, proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.”
(Énfasis añadido)
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 54. Los integrantes de las instituciones de seguridad podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la separación señalen para permanecer en éstas, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la separación y, en su caso, sólo procederá la indemnización.

Las instituciones de seguridad pública sólo estarán obligadas a una indemnización equivalente a tres meses del último salario percibido, y al otorgamiento de las partes proporcionales de las prestaciones a que tenga derecho la persona separada o removida; tal circunstancia será inscrita en el Registro Nacional correspondiente.”
(Énfasis añadido)
En conclusión, si bien este Juzgador en el Considerando anterior, resolvió que fue ilegal la resolución impugnada en la que se decretó la baja o cese del hoy actor, de ninguna manera puede tener como resultado la reinstalación del actor en el servicio dada la prohibición constitucional mencionada, pues aun y cuando haya sido determinada como ilegal la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, no puede restablecerse, reactivarse o reincorporarse al servicio que se encontraba prestando, de ahí que resulte improcedente su pretensión.

B. Sobre la indemnización, haberes y prestaciones a partir de la baja o cese.
En ese tenor, toda vez que no es posible ordenar la reinstalación solicitada, a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que les fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las autoridades demandadas que:

1.- Paguen al Actor la indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; misma que ésta definida en tres meses del último salario percibido, de acuerdo a lo que dispone el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, vigente a la emisión de ésta sentencia. 

A continuación se transcriben los preceptos en cita:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

 (…)

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:

(…)

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. (…)”

Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

“ARTICULO 54. Los integrantes de las instituciones de seguridad podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la separación señalen para permanecer en éstas, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la separación y, en su caso, sólo procederá la indemnización.

Las instituciones de seguridad pública sólo estarán obligadas a una indemnización equivalente a tres meses del último salario percibido, y al otorgamiento de las partes proporcionales de las prestaciones a que tenga derecho la persona separada o removida; tal circunstancia será inscrita en el Registro Nacional correspondiente.”

2.- Paguen el actor 20 días por cada año de servicio, que refiere el artículo 123 apartado A fracción XXII, que señala que “la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante al pago de una indemnización”, sirviendo de apoyo a lo anterior la siguiente tesis:

Época: Décima Época, Registro: 2010991, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 27, Febrero de 2016, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a. II/2016 (10a.), Página: 951

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)].- En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona las tesis indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los servidores públicos enunciados en el referido dispositivo (agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios) el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fue objeto resulta injustificada; ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio. Además, de la propia normatividad constitucional se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de tal concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales debe recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en esos ordenamientos. 
3.- Pague al Actor las demás prestaciones a que tiene derecho, de acuerdo a lo que dispone el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; desde que se concretó su separación –veinte de enero de dos mil veinte-, hasta que se realice el pago correspondiente.
En el entendido de que el concepto de demás prestaciones a que tenga derecho, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos.

El criterio de la Sala, se sustenta en la interpretación del enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho”, que se encuentra contenida en el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que realizó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

Época: Décima Época, Registro: 2001770, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 110/2012 (10a.), Página: 617.

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.- El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.- Segunda Sala”

4.- Se pague la última quincena a que hace referencia el impetrante en su antecedente número “3”, a excepción de que la autoridad demandada anteriormente ya hubiera realizado el pago respectivo, lo que en todo caso deberá precisar y acreditar.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1°, párrafo segundo, 7°, fracciones I y XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los diversos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD y NULIDAD del acto impugnado, consistente en el cese verbal acontecido el veinte de enero de dos mil veinte, por el que se separó al hoy actor, del puesto de que desempeñaba como Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; en consecuencia se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el punto considerativo Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- A efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron desconocidos o violentados, debe precisarse que si bien existe impedimento constitucional para reinstalarlo al puesto que venía desempeñando; de ahí que para poder satisfacer ese objetivo del dictado del presente fallo que fue resuelto a favor del demandante consistente en la restitución de esos derechos; se ordena a la enjuiciada que pague la indemnización, haberes y prestaciones que se precisaron en el punto considerativo Séptimo de ésta sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado Alejandro Javier García González, que autoriza y da fe.- (RÚBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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� “ARTÍCULO 217…





A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.”


� Que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 166/2016 (10a.), de rubro: “CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO.”; la cual será reproducida más adelante.


� “ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.





En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





